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En el presente informe, se analiza el procedimiento administrativo sancionador que nace a consecuencia 

de la denuncia interpuesta por el señor S. I. R. J en contra de Iberia por las presuntas infracciones al 

deber de información y al deber de no discriminar.  

En tanto, el señor S. I. R. J manifestó que, adquirió 3 boletos aéreos para viajar en la ruta Lima – Madrid 

– Lima en mayo de 2020 emitidos por Iberia, no obstante, dicho viaje no pudo realizarse en atención a 

la pandemia generada por el COVID-19. Ante dicha situación, solicito una solución, de tal manera que, 

Iberia únicamente le ofreció la emisión de un bono para que pueda ser utilizado con posterioridad, 

mientras que, a otra pasajera del mismo vuelo se le reembolso lo que abonó por su pasaje aéreo, por lo 

que denuncia una presunta práctica discriminatoria. Asimismo, el señor S. I. R. J cuestionó el hecho de 

que Iberia no le habría informado acerca de la posibilidad de acceder al reembolso de su pasaje aéreo.  

Ante ello, la Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al Consumidor N°2, imputó a Iberia por 

presunta infracción a los artículos 1°, 2° y 38° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, es 

decir, por separado (informacion y actos de discriminacion). Resolviendo infundada la denuncia en 

todos sus extremos, toda vez que, las Condiciones de Transporte, se encuentran publicadas en la página 

web de Iberia - de público conocimiento- respecto a la cancelación de vuelos y de la información que 

debe ser brindada por la aerolínea en estos casos. Y en cuanto al acto discriminatorio, el denunciante 

no acredito dicha pretensión, razón por la cual, no se configuró infracción alguna al artículo 38 del 

Código Protección al Consumidor. 

Ante el recurso de apelación interpuesto por el denunciante, la Sala declaró la nulidad – en parte - de la 

resolución de imputación de cargos y la resolución final emitida por primera instancia en los extremos 

referidos a la presunta infracción al deber de información en tanto consideró que los hechos denunciados 

únicamente debían imputarse como una presunta conducta discriminatoria, ya que, el hecho de informar 

se encontraba sumergida en la misma conducta de discriminacion. 

En lo referido a su pronunciamiento de fondo, la Sala revocó la resolución impugnada y declaró fundada 

la denuncia interpuesta por el denunciante en contra de Iberia por la comisión de una infracción al 

artículo 38 del Código Protección al Consumidor. Toda vez que, esta actuo bajo el principio de impulso 

de oficio y solicito a Iberia medios de prueba fundamentales para determinar si existio o no causa 

objetiva que justifique dicho trato diferenciado; quedando acreditado que no hubo causa objetiva, ni 

razonable para el mencionado hecho.  
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I. RELACIÓN DE HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 

INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

1. Denuncia 

Con fecha 28 de mayo del 2020 el señor S. I. R. J interpone denuncia ante la Comisión de Protección 

al Consumidor N° 2 del INDECOPI contra IBERIA LINEAS AEREAS DE ESPAÑA SOCIEDAD 

ANONIMA OPERADORA (SUCURSAL) por presunta infracción a los artículos 1°, 2° y 38° de la 

Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor los cuales versan sobre trato diferenciado 

e incumplimiento al deber de información. 

Fundamentos de hecho 

·    El 02 de diciembre del 2019, el señor S. I. R. J  adquirió 3 pasajes aéreos con el Código de 

Reserva LFSWAC de Lima a Madrid (Ida) y de Madrid a Lima (Retorno) desde el 8 de mayo 

al 30 de mayo del 2020. 

·    Como consecuencia de la pandemia generada por el COVID-19 se restringen los vuelos a nivel 

mundial. En ese sentido, el vuelo programado anteriormente descrito se suspendió. 

·    De tal manera que, a inicios de marzo del 2020 (el día 4), el señor S. I. R. J se comunicó con 

Iberia con la finalidad de saber cómo proceder con relación a los pasajes aéreos comprados. De 

tal manera que, Iberia le indicó que la única alternativa era aplicar a un bono por los pasajes 

aéreos (nota de crédito para ser usado posteriormente). 

·    Accediendo a dicha alternativa, con fecha 3 de abril de 2020 Iberia remite los bonos por los 

pasajes aéreos, que tenían como límite de uso hasta el 30 de marzo del 2021. Posteriormente, 

mediante correo electrónico del 12 de abril del 2020, Iberia amplía la fecha hasta el 30 de junio 

del 2021. 

·    No obstante, el señor S. I. R. J toma conocimiento que Iberia procedió al reembolso del dinero 

invertido en los pasajes aéreos en un plazo de 15 a 25 días con otros pasajeros del mismo vuelo, 

realizando – según expresa el denunciante - un presunto “acto de discriminación”. 

Medios probatorios 

En calidad de medios probatorios se ofrecieron: 

·    Impresión de los pasajes electrónicos adquiridos por el denunciante para viajar de Lima - 

Madrid y Madrid- Lima del 8 al 30 de mayo del 2020 correspondientes al Código de Reserva 

N° LFSWAC. 

·    Copia simple del correo electrónico del 3 de abril del 2020 correspondiente al Bono por los 

pasajes aéreos mencionados anteriormente. 

·    Copia simple del correo electrónico del 12 de abril del 2020 correspondiente a la ampliación 

del plazo del Bono por los pasajes aéreos antes descritos. 

·    Reclamo efectuado a Iberia en el mes de mayo del 2020. 



·    Copia simple de la respuesta vía correo electrónico del 7 de mayo del 2020 a las 5:06 a.m. por 

parte de Iberia respecto al reclamo del denunciante. 

·    Copia simple de la respuesta realizada por el denunciante vía correo electrónico del 07 de mayo 

del 2020 a las 8:50 a.m. a Iberia indicándoles que no daban respuesta a su reclamo, reiterándole 

lo expuesto en el mismo. 

·    Copia simple de la respuesta vía correo electrónico del 07 de mayo del 2020 a las 10:49 a.m. 

por parte de Iberia respecto al correo electrónico remitido ese mismo día a las 8:50 a.m. 

·    Copia simple de la respuesta vía correo electrónico del 16 de mayo del 2020 por parte de Iberia 

respecto al segundo reclamo del denunciante. 

1.2 Admisión de la Denuncia 

Con fecha 7 de agosto de 2020, mediante resolución N° 1, la secretaria técnica de la Comisión de 

Protección al Consumidor admite a trámite la denuncia presentada por presunta infracción a los artículos 

1°, 2° y 38° del Código de Protección y Defensa del Consumidor, en tanto el proveedor: 

·    Tuvo un trato diferenciado con el denunciante, en tanto Iberia reembolso el valor de los boletos 

adquiridos por otros pasajeros para el vuelo Lima a Madrid (Ida) y Madrid a Lima (Retorno) 

en un plazo que cursa desde el 8 de mayo al 30 de mayo del 2020 y a el denunciante sólo le 

habrían ofrecido un bono que podía ser utilizado posteriormente como nota de crédito, con 

fecha de vencimiento junio de 2021. 

·    No habría cumplido con informar adecuadamente al denunciante sobre la posibilidad del 

reembolso de los pasajes aéreos adquiridos. 

Asimismo, en la mencionada resolución se requiere a las partes que cumplan con adjuntar los 

documentos que acrediten la adquisición de los pasajes, toda la información relativa y/o vinculante a 

políticas de adquisición, uso o devolución de pasajes aéreos aplicadas por la cancelación de vuelos con 

motivo de la declaración del estado de emergencia causado por la pandemia del COVID-19; y presentar 

la relación de pasajeros del vuelo que es objeto de denuncia, las solicitudes de devolución que se hayan 

efectuado y las acciones tomadas al respecto. 

1.3 Descargos presentados por Iberia 

Con fecha 24 y 25 de marzo de 2021, Iberia cumplió con presentar sus descargos alegando que rechaza 

la existencia de un acto de discriminación en la atención a la solicitud por parte del pasajero, ya que con 

motivo de la pandemia del COVID-19, suceso fortuito que afectó a todos, Iberia brindó flexibilidad a 

los pasajeros para cambiar la fecha de viaje, obtener un bono para futuro viaje, o proceder al reembolso 

siempre y cuando así lo permita la condición de la tarifa adquirida. 

a) Respecto de la primera imputación: 

Se refiere que, en el caso del denunciante, se trata de billetes de tarifa económica por lo que se le 

aplicaban más restricciones, tal como la imposibilidad de acceder a un reembolso.  

b) Respecto de la segunda imputación: 



Se menciona que, con fecha 2 abril del 2020 y de manera previa, a que algunos de los vuelos fueran 

afectados por la pandemia del COVID-19, el denunciante solicitó el bono ofrecido por Iberia por el 

valor de sus billetes. Los cuales fueron enviados a los titulares por medio del correo electrónico al día 

siguiente. 

Iberia procedió a reembolsar el importe abonado por billetes de viaje a otros pasajeros del mismo vuelo, 

todo ello según las condiciones de la tarifa que adquirieron dichos usuarios, las cuales difieren de las 

condiciones de tarifa del denunciante. 

1.4 Resolución final de la Comisión de Protección al Consumidor 

Con fecha 27 de abril de 2021, mediante resolución final N° 0590-2021/CC2 la secretaria técnica de la 

Comisión de Protección al Consumidor resolvió lo siguiente: 

Sobre el deber de información 

(i)  Respecto a que personal de Iberia no habría informado adecuadamente al denunciante sobre 

la posibilidad de reembolso de los pasajes aéreos adquiridos: 

Resalta la importancia de las Condiciones de Transporte, que se encuentran publicadas en la página web 

de Iberia -de público conocimiento- respecto a la cancelación de vuelos y de la información que debe 

ser brindada por la aerolínea en estos casos.  

En ese sentido, después de una valoración conjunta de los medios de prueba, permitieron identificar 

que, la aerolínea informó de manera oportuna al denunciante respecto de la emisión de los bonos a su 

favor, brindándole una alternativa de solución tras la emergencia sanitaria suscitada en marzo de 2020. 

Asimismo, atendiendo a que Iberia no contaba con la obligación de informar al denunciante respecto 

alguna alternativa de reembolso dinerario, corresponde declarar infundado el presente extremo de la 

denuncia por presunta infracción al literal b) del artículo 1 y del artículo 2 del Código. 

(ii)    Respecto a la prohibición de discriminación 

Contando con amplia normativa que define los derechos de los consumidores, “la Comisión se 

encuentra facultada para velar y promover el respeto de los derechos de los ciudadanos como 

consumidores, así como promover el cumplimiento de la obligación de los proveedores de no 

seleccionar de manera injustificada a la clientela”.  Posteriormente afirma que: “(…) el consumidor 

afectado por este tipo de prácticas ilegales deberá, acreditar siquiera indiciariamente la existencia de 

trato desigual, para que se invierta la carga de la prueba y exigir al proveedor que demuestre la 

existencia de una causa objetiva y justificada para dicho trato. En caso, el proveedor demuestre la 

existencia de una causa objetiva y razonable, le corresponderá al consumidor probar que esta es en 

realidad un pretexto o una simulación para incurrir en prácticas discriminatorio”. En ese sentido, 

debe quedar claro que, en estos casos, en la medida que el denunciante no pueda confirmar un acto de 

discriminación, no se configurará infracción alguna al artículo 38 del Código Protección al Consumidor. 

(iii)     Respecto al presunto trato diferenciado 

Visto el expediente, no obran medios de prueba adicionales que permitan identificar el presente extremo 

denunciado. 



En la medida que no ha quedado acreditado el supuesto trato desigual alegado por el denunciante, 

corresponde declarar infundado el presente extremo de la denuncia por presunta infracción al artículo 

38 del Código. 

 1.5 Recurso de Apelación 

Con fecha 23 de mayo del 2021, el señor S. I. R. J interpone recurso de apelación ante la Comisión de 

Protección al Consumidor N° 2 del INDECOPI argumentando: 

a)  Respecto a la supuesta no obligación de Iberia de informar a la posibilidad de 

reembolso: 

Afirmar que Iberia confundió a la Comisión al sostener que la entrega de un bono es un 

reembolso, lo cual era errado conforme a sus propias políticas contenidas en su página web y a 

la costumbre aerocomercial. 

b)    Respecto a la supuesta no existencia de Trato Diferenciado: 

Hace referencia que no se ha tomado en consideración que Iberia nunca ha negado que con 

otros pasajeros ha procedido con el reembolso y que al señor S. I. R. J únicamente se le ofreció 

la emisión de un bono. 

1.6. Resolución final de segunda instancia 

Con fecha 6 de diciembre de 2021, mediante Resolución No 2621- 2021/SPC-INDECOPI la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor emitie pronunciamiento de segunda instancia, resolviendo 

lo siguiente: 

·     Revocar la resolución de la Comisión que declaró infundada la denuncia interpuesta por el 

señor S. I. R. J en contra de Iberia, y actuando en sede de instancia, declaró fundada la 

denuncia por infracción al artículo 38 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, 

debido al acto discriminatorio por parte del proveedor denunciado. Justifica dicho extremo, 

en sentido que, se ha comprobado que Iberia reembolso la suma pagada por los boletos de 

avión correspondientes del mismo vuelo a otra pasajera mientras que a éste únicamente le 

ofreció un bono, sin que Iberia justificara dicho trato diferenciado. 

·     Declaró la nulidad – en parte - de la resolución de imputación de cargos y la resolución 

final de la Comisión en relacion al deber de información, ya que, la conducta de no informar 

al denunciante sobre la posibilidad de reembolso del dinero que pagó por su pasaje aéreo, 

se considera una infracción al artículo 38 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor (actos de discriminación). 

·      Imponer una multa a Iberia de 5 UIT como sanción. 

·      Establecer como medida correctiva reparadora, en sentido que Iberia cumpla con 

reembolsar al señor S. I. R. J el monto pagado por los pasajes aéreos no utilizados, junto 

con los intereses legales que se hayan generado, siempre que los bonos entregados por el 

proveedor no hayan sido utilizados a la fecha. 



II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL 

EXPEDIENTE 

 2.1    El deber de idoneidad en la protección al consumidor: 

Como refiere Damián Medina “tradicionalmente, la doctrina es unánime al expresar juntamente con 

Grande que “el acto de consumo más allá de constituir un acto económico es un hecho social que 

permite al hombre realizarse; siendo que ello coadyuva a que resulte de vital importancia que se cubran 

sus expectativas en la relación con los productos adquiridos.” (2019:454). En ese sentido resulta 

entendible, que el deber de idoneidad se encuentre inserto dentro del régimen de protección al 

consumidor, habiéndose incorporado en el Decreto Legislativo 716, convirtiéndose en una de las 

exigencias más relevantes en toda relación de consumo. 

Existirá una infracción al deber de idoneidad cuando se verifique la no coincidencia entre las 

expectativas que pueda tener el consumidor (en nuestro caso por el servicio requerido) y lo que 

realmente recibió. La idoneidad se evalúa en relación con la naturaleza inherente del producto o servicio 

y su capacidad para cumplir su propósito en el mercado. 

Es evidente que esta relación, entre lo “anhelado” y realidad, se establece considerando factores claves 

que guiarán a las autoridades para determinar que estamos frente a una situación en la que las 

expectativas del consumidor merecen protección. 

Por lo tanto, el proveedor asume la responsabilidad de garantizar la adecuación y calidad de los 

productos y servicios que ofrece, en otras palabras, y siguiendo Stucchi y Bezada, “la determinación 

de la idoneidad de un producto o servicio requiere contrastar el alcance de las garantia que obligan a 

un agente económico proveedor en relación con un producto o servicio; y, el producto o servicio 

recibido por un consumidor, en un caso concreto.” (2022: 102).  También es responsable de la 

autenticidad de las marcas y señales que identifican sus productos, así como del distintivo que respalda 

al proveedor del servicio.  

2.2 ¿Hablar de trato diferenciado y discriminación, son sinónimos? 

2.2.1 El derecho a la igualdad 

Nuestra Constitución política reconoce el derecho a la igualdad en su artículo 2, inciso 2, cuando afirma 

que: “Toda persona tiene derecho: (...) A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por 

motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra 

índole”. Inclusive, nuestro Tribunal Constitucional, en diversas oportunidades lo ha enfocado a manera 

de un principio – derecho fundamental. En efecto, véase que en la sentencia STC 45-2004-TC/AI, en 

su fundamento jurídico 20 estableció lo siguiente: 

“Como este Tribunal ha afirmado, la igualdad consagrada constitucionalmente, 

detenta la doble condición de principio y derecho fundamental. En cuanto principio, 

constituye el enunciado de un contenido material objetivo que, en tanto componente 

axiológico del fundamento del ordenamiento constitucional, vincula de modo general 

y se proyecta sobre todo el ordenamiento jurídico. En cuanto derecho fundamental, 

constituye el reconocimiento de un auténtico derecho subjetivo, esto es, la titularidad 

de la persona sobre un bien constitucional, la igualdad, oponible a un destinatario. Se 

trata del reconocimiento de un derecho a no ser discriminado por razones proscritas 



por la propia Constitución (origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición 

económica) o por otras ("motivo" "de cualquier otra índole") que, jurídicamente, 

resulten relevantes. En cuanto constituye un derecho fundamental, el mandato 

correlativo derivado de aquél, respecto a los sujetos destinatarios de este derecho 

(Estado y particulares), será la prohibición de discriminación. Se trata, entonces, de 

la configuración de una prohibición de intervención en el mandato de igualdad”. 

A mayor abundamiento, el Tribunal Constitucional, en el caso STC 3525-2011-PA/TC, expuso que 

“(…) contrariamente a lo que pudiera desprenderse de una interpretación literal, estamos frente a un 

derecho fundamental que no consiste en la facultad de las personas para exigir un trato igual a los 

demás, sino a ser tratado de igual modo a quienes se encuentran en una idéntica situación”. En pocas 

palabras, a manera de resumen, se debe procurar tratar igual a los iguales, en tanto y en cuanto estos se 

encuentren en un mismo escenario.  

Sin embargo, debemos de considerar, además, que este derecho, refiriéndonos obviamente al derecho a 

la igualdad, tiene un alcance tanto nacional como internacional, al punto que dichas normas son parte 

de nuestro ordenamiento jurídico, entre los cuales podemos enunciar:   La Declaración Universal de los 

Derechos Humanos (Art. 2.1)1, La Carta de las Naciones Unidas (Art. 55)2, El Pacto Internacional de 

Derecho Económicos, Sociales y Culturales (Art. 2.2)3, El pacto internacional de Derechos Civiles y 

Políticos (Art. 26)4, La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Art. II)5, y la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos (Art. 24)6 

                                                
1 Naciones Unidas. (1948a). La Declaración Universal de los Derechos Humanos Art. 2.1 | Naciones 

Unidas.https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human 

rights#:~:text=Art%C3%ADculo%202,nacimiento%20o%20cualquier%20otra%20condici%C3%B3n 

 
2 Naciones Unidas. (1945). Carta de las Naciones Unidas, Capítulo IX: Cooperación Internacional 

económica y Social (Artículos 55-60) | Naciones Unidas. https://www.un.org/es/about-us/un-

charter/chapter-9 

 
3 OHCHR. (1964). Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Art. 2.2. 

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic-

social-and-cultural-rights 

 
4 OHCHR. (1966). Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Art. 26. Naciones Unidas. 

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-civil-and-

political-rights 

 
5 Organización de Estados Americanos (OEA). (1948). CIDH :: Declaración americana de los 

derechos y deberes del hombre Art. II. OEA. 
https://www.oas.org/es/cidh/mandato/basicos/declaracion.asp#:~:text=Art%C3%ADculo%20II.,de%2

0igualdad%20ante%20la%20Ley. 

 
6 Organización de Estados Americanos (OEA). (1948). CIDH :: Declaración americana de los 

derechos y deberes del hombre Art. XXIV. OEA. 

https://www.oas.org/es/cidh/mandato/basicos/declaracion.asp#:~:text=Art%C3%ADculo%20II.,de%2
0igualdad%20ante%20la%20Ley. 
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https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human%20rights#:~:text=Art%C3%ADculo%202,nacimiento%20o%20cualquier%20otra%20condici%C3%B3n
https://www.un.org/es/about-us/un-charter/chapter-9
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Todas estas normas de carácter supranacional nos orientan en calificar al derecho a la igualdad como 

un derecho humano, el cual es inescindible de nuestra naturaleza y cuyo respeto es irrestricto, 

impostergable, irrenunciable, indisponible e incuantificable. 

En sede constitucional, se ha llegado a determinar – en diversas oportunidades - que el derecho a la 

igualdad tiene dos facetas: igualdad ante la ley e igualdad en la ley. La primera de ellas quiere decir 

que la norma debe ser aplicable de igual forma a todos los sujetos que se encuentren en la situación 

fáctica o jurídica descrita en el supuesto normativo; en tanto que la segunda, implica que un mismo 

órgano no puede modificar arbitrariamente el sentido de sus decisiones en casos sustancialmente 

iguales, con lo cual en caso que el órgano decida apartarse de aquella decisión, necesariamente deberá 

de fundamentar en forma razonable y suficiente los motivos para dicho apartamiento. 

Sin embargo, para el propio Tribunal Constitucional, la igualdad, además de ser un derecho 

fundamental, constituye también un principio rector de la organización del Estado social y democrático 

de Derecho y de la actuación de los poderes públicos. En la Sentencia 009-2007-PI/TC, específicamente 

en su fundamento 20, estableció que “(…) como tal, comporta que no toda desigualdad constituye 

necesariamente una discriminación, pues no se proscribe todo tipo de diferencia de trato en el ejercicio 

de los derechos fundamentales; la igualdad solamente será vulnerada cuando el trato desigual carezca 

de una justificación objetiva y razonable. La aplicación, pues, del principio de igualdad, no excluye el 

tratamiento desigual; por ello, no se vulnera dicho principio cuando se establece una diferencia de 

trato, siempre que se realice sobre bases objetivas y razonables.”  

2.2.2 El derecho a la no discriminación: 

El Tribunal Constitucional, en la causa 5652-2007-PA/TC de fecha 07 de noviembre del 2008, 

refiriéndose – en su fundamento 16 – a la postura de la Naciones Unidas sobre el tema, quien 

conceptualizó a la discriminación, se refiere a la misma como toda: “distinción, exclusión, restricción 

o preferencia que se basen en determinados motivos, como la raza, el color, el sexo, el idioma, la 

religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional o social, la posición económica, el 

nacimiento o cualquier otra condición social, y que tengan por objeto o por resultado anular o 

menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos 

y libertades fundamentales de todas las personas” 

Por su parte, en la causa 374-2017-PA/TC, de fecha 10 de agosto del 2021, el Tribunal Constitucional, 

explicó en primer lugar, que: “(…) la obligación de no discriminación no debe confundirse con el 

derecho de toda persona a ser tratada igual ante la ley, tanto en la formación de la norma como en su 

interpretación o aplicación (…)”. Posteriormente, en la misma sentencia afirmó lo siguiente: “(…) Este 

derecho no garantiza que todos los seres humanos sean tratados de la misma forma siempre y en todos 

los casos. Como ha sostenido la Corte Interamericana de Derechos Humanos, puesto que “la igualdad 

y la no discriminación se desprenden de la idea de unidad de dignidad y naturaleza de la persona, es 

preciso concluir que no todo tratamiento jurídico diferente es propiamente discriminatorio, porque no 

toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana” (Opinión 

Consultiva Nº 4/84). La igualdad jurídica presupone, pues, dar un trato igual a lo que es igual y 

desigual a lo que no lo es. De modo que se afecta a esta no solo cuando frente a situaciones 

sustancialmente iguales se da un trato desigual (discriminación directa, indirecta o neutral, etc.), sino 

también cuando frente a situaciones sustancialmente desiguales se brinda un trato igualitario 

(discriminación por indiferenciación)”. 



Empecemos por aclarar que estas dos categorías jurídico-constitucionales, entiéndase la diferenciación 

y la discriminación no son sinónimos. Hay que tener en cuenta, primero, que la diferenciación es 

válidamente admitida, teniendo en cuenta que no todo trato desigual constituye un acto de 

discriminación, pues será constitucionalmente aceptable la diferenciación, cuando el trato desigual 

tenga base en causas objetivas y razonables. Inclusive, hay que reconocer, que, en ocasiones, el propio 

Estado promueve el trato diferenciado en determinados grupos sociales, beneficiándolos con incentivos 

o, en general tratamientos mucho más favorables que al resto, con la intención de compensar 

jurídicamente a ciertos grupos marginados, sea por temas sociales, económicos o culturales para superar 

la inferioridad real en que se encuentran. Esto en doctrina es conocido como “discriminación positiva”. 

En otras palabras, cuando el trato desigual no sea ni razonable y mucho menos proporcional, nos 

encontraremos frente a un acto de “discriminación” y, por ello, una desigualdad de trato 

constitucionalmente reprochable y repudiable 

A mayor abundamiento, hay que tener en cuenta que en el literal d) del numeral 1.1 del artículo 1 del 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, se establece que los consumidores tienen derecho a 

un trato justo y equitativo en toda transacción comercial, especificando que tienen derecho a no ser 

discriminados por motivo de origen, raza sexo, idioma religión, opinión, condición económica o de 

cualquier otra índole. 

Por otro lado, este derecho tiene también repercusión en el artículo 38 del mismo código, en sentido 

que reconoce el derecho a los consumidores en general, a no ser discriminados y, por otro lado, el deber 

de los proveedores a no hacer discriminación alguna por los motivos antes descritos, es decir, de origen, 

raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole, respecto de los 

consumidores. 

Dicho todo esto, el Indecopi en recientes resoluciones (véase los casos de la Res. N° 2025-2019/SPC-

INDECOPI expedida por la Sala Especializada de Protección al Consumidor, y la reciente postura de 

la Comisión en el caso N° 081-2022/CC3) afirman: 

         “(….) 

                     26.     Si bien diversos órganos resolutivos del Indecopi han 

interpretado en el pasado que, el artículo 38 podían desprenderse dos 

conductas diferentes a saber: el trato diferenciado ilícito y la 

discriminación; lo cierto es que la categorización binaria establecida a 

nivel jurisprudencial ha sido revisada por la conformación actual de la 

Sala y, en atención a que el artículo 2 de la Constitución y el Artículo 

38 del Código no realizan una diferenciación de carácter normativo 

entre trato diferenciado y discriminación, este Colegiado ha 

considerado pertinente reevaluar el criterio empleado; y 

consecuentemente, sostener que el tipo infractor contenido en el citado 

artículo 38  debe ser entendido como una única  figura jurídica que 

englobe cualquier conducta de los proveedores en el mercado que 

afecte el derecho a la igualdad y que se materialice a través de un trato 

discriminatorio hacia los consumidores”. 

                     27.     De este modo, a través del presente pronunciamiento, la Sala 

establece un cambio de criterio en relación al modo en el que deben 

analizarse las conductas donde exista un trato desigual que no se 



encuentre justificado de manera objetiva y razonable, entendiéndose 

que ello bastará para configurar un acto discriminatorio debiendo 

imputarse dichas acciones del proveedor, independientemente de la 

causa que origine el trato desigual, como un infracción a la prohibición 

de discriminación en el consumo contenida en el artículo 38 del 

Código” 

Aunque el INDECOPI afirma que dichas categorías son parte de una única figura jurídica, nosotros nos 

inclinamos por no considerarlos como “sinónimos”. Entonces, si no son sinónimos, la pregunta sería: 

¿Qué son? El Tribunal Constitucional responde a esa interrogante, en la antes mencionada causa N° 

05652-2007-PA/TC, criterio el cual nosotros compartimos, cuando en su fundamento N° 18 afirma que: 

“(…) Cabe destacar que la no discriminación y la igualdad de trato son complementarias, siendo el 

reconocimiento de la igualdad el fundamento para que no haya un trato discriminatorio. De esta forma, 

la igualdad de las personas incluye: (i) el principio de no discriminación, mediante el cual se prohíbe 

diferencias que no se pueda justificar con criterios razonables y objetivos; y (ii) el principio de 

protección, que se satisface mediante acciones especiales dirigidas a la consecución de la igualdad 

real o positiva”. En pocas palabras, y en mérito a todo el desarrollo realizado en los párrafos 

precedentes, podemos concluir que el derecho a la no discriminación constituye un elemento 

complementario del derecho a la igualdad, y por ende no son sinónimos, y mucho menos constituyen 

una misma categoría jurídica. 

2.3    ¿En el presente caso, se infringió el deber de información o se realizaron actos de 

discriminación? 

2.3.1 El deber de información en el derecho al consumidor en Perú 

Como sabemos, el derecho de protección al consumidor en Perú establece el deber de información como 

uno de los pilares fundamentales en toda relación de consumo, en tanto, el proveedor de bienes o 

servicios tiene la obligación de brindar información accesible, relevante, oportuna, veraz y suficiente 

sobre los productos o servicios que ofrece, con la finalidad que el consumidor pueda adoptar decisiones 

conscientes e informadas 

El fundamento de este derecho se justifica en el Principio de la Buena Fe, principio que se encuentra 

regulado en el artículo V del Título Preliminar de la Ley de Protección al Consumidor.  Según Ossola, 

quien cita a Ferreira, “estamos frente a lo que Engisch llama un concepto jurídico indeterminado, es 

decir un concepto cuyo contenido y alcance es una gran medida incierto” (2017: 241). Es por ello que 

el autor antes citado concluye que “La conducta honesta y proba de la esencia de todos los actos 

jurídicos, y la situación de asimetría negocial existente entre proveedor y consumidor le impone la 

obligación de hacerle conocer a este último todas las circunstancias relevantes y necesarias” (2017: 241) 

Asimismo, este deber de información se encuentra prevista en nuestra Constitución, tal como se aprecia 

del artículo 65, el cual establece que:   

“Con relación al derecho de la información de los consumidores, la 

Constitución Política del Perú menciona lo siguiente: 

El Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. 

Para tal efecto garantiza el derecho a la información sobre los bienes y 

servicios que se encuentran a su disposición en el mercado. Asimismo, vela, en 

particular, por la salud y la seguridad de la población. 



Este deber de información se extiende a diversos ámbitos, como a continuación enunciaremos:  

1. Información básica: El proveedor debe proporcionar datos esenciales sobre el producto o servicio, 

como sus características principales, condiciones de uso, fecha de vencimiento (en caso de productos 

perecibles), instrucciones de seguridad, entre otros. 

2. Información sobre el precio: El consumidor tiene derecho a conocer el precio del producto o servicio, 

incluyendo impuestos, cargos adicionales y cualquier otro costo relacionado. Además, se debe informar 

de manera clara y visible sobre las promociones, descuentos o condiciones especiales que apliquen. 

3. Información sobre garantías: En caso de que el producto cuente con garantía, el proveedor debe 

informar sobre su existencia, duración, cobertura y cualquier otra condición relevante. Asimismo, debe 

proporcionar información sobre los mecanismos para hacer valer el derecho a la garantía en caso de 

defectos o problemas con el producto. 

4. Información sobre riesgos y advertencias: Si el producto o servicio presenta algún riesgo para la salud 

o seguridad del consumidor, el proveedor debe informar de manera clara y precisa sobre estos riesgos. 

Además, se deben proporcionar advertencias o instrucciones de uso adecuadas para evitar daños o 

accidentes. 

5. Información sobre derechos y reclamos: El proveedor debe informar al consumidor sobre sus 

derechos en caso de insatisfacción con el producto o servicio, así como los procedimientos para 

presentar reclamos, solicitar devoluciones o ejercer acciones legales. 

Es importante destacar que el deber de información no se limita - únicamente - al momento de la venta, 

sino que se extiende a lo largo de toda la relación entre el proveedor con el consumidor. Esto implica 

que la información debe ser brindada de forma clara y accesible antes, durante y después de la 

adquisición del producto o servicio. 

Por otro lado, la asimetría de la información cumple un rol importante en el deber de información, toda 

vez que esta abarca un concepto económico y financiero que se refiere a una situación en la que una de 

las partes involucradas en una relación contractual tiene más información relevante que la otra. En otras 

palabras, hay una disparidad en el nivel de conocimiento entre el comprador y el vendedor, lo que puede 

llevar a desequilibrios en la toma de decisiones y a resultados óptimos en el mercado. 

Asimismo, Morales Acosta señala que “la asimetría informativa comprende dos aspectos: tanto el 

deber de información, como el deber de garantizar la idoneidad. En el artículo 65° de la Constitución 

Política se defiende a los consumidores y usuarios, garantizando el derecho a la información sobre los 

bienes y servicios que se encuentran a disposición en el mercado. La asimetría no es un derecho sino 

por el contrario, éste contraviene el alcance del derecho del consumidor. Con la asimetría se da una 

desigualdad de información, siendo el proveedor quién goza y tiene ventaja frente al consumidor y/o 

usuario” 7. 

                                                

7 Muchaypiña Castañeda, M. D. L. A. (2020). El Deber de Idoneidad, Derecho Inherente del 

Consumidor Expediente: N. 1268-2015/CCI (Idoneidad). Repositorio USIL.  

 



Esta situación de asimetría puede tener un impacto significativo en diversos contextos, como en los 

mercados financieros, en la relación entre consumidores y empresas, y en la toma de decisiones de 

inversión. Algunos ejemplos comunes de asimetría de la información incluyen: 

1. Selección adversa: Ocurre cuando una de las partes en una transacción tiene información oculta 

sobre la calidad o características del producto o servicio. Esto puede resultar en una elección 

por parte del comprador de productos de menor calidad o en una negativa del vendedor a ofrecer 

productos de alta calidad debido a la falta de compensación adecuada. 

2. Información privilegiada: En los mercados financieros, algunas partes pueden tener acceso a 

información no pública que puede afectar el valor de los activos, como acciones de una 

empresa. Si algunas personas tienen información privilegiada y negocian en función de esa 

información antes de que se haga pública, puede distorsionar el mercado y poner a los demás 

inversores en desventaja. 

3. Publicidad engañosa: Las empresas pueden utilizar información parcial o engañosa en sus 

campañas de marketing para influir en las decisiones de compra de los consumidores. Esto 

puede llevar a que los consumidores compren productos o servicios basados en información 

incorrecta o incompleta. 

La asimetría de la información es un concepto importante en la teoría económica y puede llevar a 

consecuencias negativas para la eficiencia y la equidad en los mercados. En respuesta a esto, se han 

implementado regulaciones y medidas para tratar de mitigar los efectos perjudiciales de la asimetría de 

la información y promover transacciones más justas y eficientes. 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

3.1.1 ¿Podía el Tribunal adecuar en el acto de imputación, una infracción no denunciada 

expresamente por el denunciante? 

Entendido – legislativamente - al Principio de impulso de oficio: “Las autoridades deben dirigir e 

impulsar de oficio el procedimiento y ordenar la realización o práctica de los actos que resulten 

convenientes para el esclarecimiento y resolución de las cuestiones necesarias”8. Nos encontramos con 

que la norma apunta a que “la autoridad competente, aun sin pedido de parte, debe promover toda 

actuación que fuese necesaria para su tramitación así como superar cualquier obstáculo que se oponga 

a la regular tramitación del procedimiento. Además, deberá determinar la norma aplicable al caso aun 

cuando no haya sido invocada o fuere errónea la cita legal, de manera similar a lo que ocurre en sede 

judicial; así como evitar el entorpecimiento o demora a causa de diligencias innecesarias o meramente 

formales, adoptando las medidas oportunas para eliminar cualquier irregularidad producida”.9 

                                                
8 Congreso de la República. (2001). , Ley N.º 27444 Artículo IV, inciso 1, literal 1.3. - Ley del 

Procedimiento Administrativo General 

 

9 Congreso de la República. (2001). , Ley N.º 27444 Artículo 145 - Ley del Procedimiento 

Administrativo General 

 



Razón por la cual, nos atrevemos a decir que, el mencionado principio es un componente esencial del 

debido procedimiento en sede administrativa, ya que, este permite la tramitación adecuada y eficiente 

de los procedimientos, en beneficio de todos los administrados.  

Sin embargo, el Indecopi en el caso en mención, entendía – en aquel entonces – que trato diferenciado 

y un acto discriminatorio eran dos figuras distintas (criterio que ha cambiado recientemente).  

En ese sentido, si bien es cierto, la Comisión desarrolló por separado ambas categorías, y en el mismo 

orden de ideas lo hizo el Tribunal, es tan bien cierto, que, bajo el principio de impulso de oficio, el 

Indecopi, a través de sus órganos podía reconducir la denuncia, adecuandolo en beneficio del 

administrado. A mayor abundamiento, y teniendo en cuenta que el trato diferenciado constituye un 

presupuesto para la configuración del trato discriminatorio, consideramos que no existiría vulneración 

al debido procedimiento de las partes en el desarrollo de ambas categorías en el presente caso, dada la 

reconducción que hizo oficiosamente el Indecopi. 

3.1.2 ¿Existió acto de discriminación en el presente caso? 

En el presente caso, la actividad probatoria es fundamental para determinar si Iberia infringió el artículo 

38 del Código de Protección y Defensa del Consumidor (actos de discriminación), al haber brindado 

diferentes soluciones, entre sus clientes, ante un mismo hecho, como por ejemplo se le otorgó la 

alternativa de reembolsarle monetariamente su pasaje aéreo a otro pasajero del mismo vuelo del 

denunciante, opción que no se le brindó a él.  

De tal manera que, en ambas etapas del procedimiento la denunciada buscó acreditar dicho trato 

diferenciado justificadas en circunstancias objetivas. No obstante, a criterio de la Comisión esto no pudo 

ser confirmado, en tanto, no se ofreció ningún medio probatorio que acreditara dicho hecho. En efecto, 

en aplicación con lo dispuesto por el artículo 39 del Código de Protección y Defensa del Consumidor 

(Carga de la prueba), correspondía al denunciante acreditase que, a otros pasajeros, Iberia sí les 

reembolsó el íntegro del dinero que abonaron por sus pasajes aéreos mientras que a él únicamente se le 

ofreció́ un bono. Ahora bien, es cierto, según el artículo 39 del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor (Carga de la prueba) le correspondía al denunciante acreditar dicho hecho, pero el Tribunal, 

en ejercicio de sus atribuciones, ejerció su iniciativa probatoria y solicitó que Iberia presentara medios 

de prueba idóneos para justificar las circunstancias objetivas del trato diferenciado, invirtiendo así la 

carga de la prueba y llegando a la conclusión, luego de valorar los medios de prueba, que si existió 

discriminación, pues como ya lo hemos descrito anteriormente, la discriminacion es todo trato 

diferenciado que no se jusftique en una causa objetiva, y como quiera en el presente caso, no se pudo 

determinar la causa objetiva  que justificara el trato diferenciado, se llegó a la conclusión que estábamos 

frente a un acto de discriminación. 

 

3.1.3 ¿En el presente caso, existió una vulneración al deber de información? 

Repescto de la vulneracion al deber de informacion, en el presente caso el denunciante cuestiono como 

hecho infractor independiente, la conducta referida en que Iberia habría transgredido el deber de 

informacion, consistente en que esta nunca le informo sobre la posibilidad del reembolso de los pasajes 

aereos, como alternativa de solucion ante la cancelacion de vuelos, pues únicamente le indicaron que 



podía aplicar a la entrega de un bono por los pasajaes aereos como una nota de credito para ser utilizado 

posteriormente. 

 En ese sentido, hubo discrepancia en la evaluacion de dicha infracion, ya que, la comision imputo de 

manera independiente la conducta referida declarando infundado dicho extremo en tanto que Iberia no 

se encontraba en la obligacion de Informar. Mientras que, la Sala declara la nulidad parcial de la 

resolución, en virtud a que dicha conducta se encontraba contenida en el análisis del hecho principal 

denunciado – acto de discriminacion- que fue objeto de denuncia. 

En tanto, quedo acreditado la infracción al artículo 38 por parte de Iberia y con ello, se le omitió 

informar al denunciante de otras alternativas de solución, se verificó que el hecho denunciando era uno 

de los elementos concurrentes en la configuracion del acto de discminacion.  

Es decir, no hubo una vulneracion al deber de información como tal en forma aislada, sino que dicha 

omisión se encontraba sumergida dentro del acto de discriminación en sí.  

3.1.4 ¿Se aplicó correctamente la actividad probatoria en el presente procedimiento? 

Al interior de todo proceso o procedimiento, la actividad probatoria es determinante pues es a través de 

ella que se podrá confirmar los hechos afirmados por las partes, tanto para pretender declarar fundada 

su pretensión o consolidar su derecho de defensa. Dada la importancia, es menester previamente definir 

algunos conceptos básicos, entre ellos que se entiende por “prueba”. 

 

Es probable que el concepto de prueba pueda tener más de un significado para el derecho en sí, al punto 

de confundirse – muy frecuentemente – con la noción de “medio de prueba”.  En sí, prueba es aquella 

comprobación a la que arriba el juzgador, a través de los medios establecidos en la ley de la verdad de 

un hecho materia de controversia del cual depende la pretensión. Mientras que, medios de prueba son 

denominados a todos aquellos mecanismos admitidos por ley para incorporar al interior del proceso el 

material probatorio necesario para la comprobación del hecho controvertido en sí. 

 

Determinado ya la diferencia entre los conceptos de “prueba” y “medio de prueba”, veamos ahora que 

constituiría el ámbito a probar, y para ello debemos de diferenciar los conceptos de “objeto” y “tema” 

de prueba. Para el profesor español Montero Aroca, constituye objeto de la prueba “todas aquellas 

realidades que en general pueden ser probadas, con lo que se incluye todo lo que las normas jurídicas 

pueden establecer como supuesto fáctico del que se deriva una consecuencia también jurídica. Esto se 

resumiría con una simple pregunta: ¿Qué puede probarse? Y su respuesta debe ser siempre genérica 

y abstracta, sin que esto se refiera a un proceso concreto” (2014:623). Extrapolando el concepto 

descrito, al caso que nos convoca, podemos graficar que cuando la norma describe los supuestos fácticos 

exigidos para otorgar la consecuencia jurídica solicitada, y todos ellos tienen necesidad de ser probados 

en un proceso en general, estamos frente a un caso de “objeto de prueba”. 

 

De la misma manera, el autor antes citado, nos comenta que el concepto de tema de prueba hace 

referencia a “lo que debe probarse en un proceso concreto para que le tribunal declare la consecuencia 

jurídica pedida por la parte. En este caso, la pregunta por hacerse sería ¿Qué debe probarse? Y la 

respuesta tiene que ser, a diferencia de lo comentado como objeto de prueba, concreta, en la medida a 

que se refiere a un proceso determinado” (2014:623). En otras palabras, en el análisis del caso en 



concreto, cuando dos posiciones – obviamente antagónicas – chocan, los hechos controvertidos entre 

ellos, se vendría a convertir en “tema de prueba”. 

 

Por otro lado, la actividad probatoria consta de cuatro etapas, las cuales a continuación pasamos a 

enunciar: i) etapa de ofrecimiento, ii) etapa de admisión, III) etapa de actuación; y, por último, iv) la 

etapa de valoración. En la etapa de ofrecimiento, los sujetos procesales aportan sus medios probatorios 

tendientes a la futura confirmación de los hechos alegados por ellos. En la etapa de admisión de la 

prueba, el juzgador velará por admitir a trámite, todos aquellos medios de prueba que sean conducentes, 

pertinentes y útiles para el proceso. Aquí una pequeña reflexión: Para Parra Quijano, la conducencia 

no es otra cosa que “la idoneidad legal que tiene una prueba para demostrar determinado hecho” 

(2002: 142), por su parte, el mismo autor, al momento de explicar la pertinencia, nos hace mención que 

“es la adecuación entre los hechos que se pretenden llevar al proceso y los hechos que son tema de la 

prueba en éste. En otras palabras, es la relación de facto entre los hechos que se pretenden demostrar 

y el tema del proceso” (p. 142). Por último, al momento de explicar la utilidad, el profesor colombiano 

asocia el concepto de utilidad al de necesario para los fines del proceso.  

Continuando la descripción de las etapas, tenemos que la etapa de actuación de la actividad probatoria 

es la realización en sí de los medios probatorios al interior del proceso, es el momento en donde se 

desarrollan – en base al procedimiento establecido en la norma procesal – para su actuación. Por último, 

la etapa final de la actividad probatoria recae únicamente en los hombros del juez, y nos referimos a la 

etapa de valoración. Para el profesor español Nieva Fenoll, la valoración de la prueba “es aquella 

actividad de percepción por parte del juez de los resultados de la actividad probatoria que se realiza 

en un proceso” (2010: 34)  

Hecho todo este preámbulo necesario, es menester comentar que, en el presente procedimiento, la 

Comisión no hizo efectivo los principios de oficialidad y verdad material, limitándose únicamente a 

valorar los medios de prueba ofrecidos por las partes, los cuales fueron calificados como insuficientes, 

motivo por el cual fue desestimada la denuncia por no haber podido acreditar los hechos denunciados. 

Sin embargo, el Tribunal, asumiendo el rol que le corresponde en estos casos, aplica los principios 

omitidos por la Comisión, y ordena la actuación oficiosa de ciertos medios de prueba e información que 

considera relevante, los cuales luego de ser valorados en forma conjunta, arribaron a una conclusión 

diferente que la Comisión, lo cual provocó la revocatoria de la resolución de primera instancia apelada. 

 

IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

4.1.1.  Resolución emitida por la Comisión de Protección al Consumidor 

Manifiesto mi disconformidad con lo resuelto por la comisión en todos sus extremos, en tanto, debemos 

partir por recordar que el “objeto de prueba”, en este caso, estaba referido a todos aquellos supuestos 

de hecho que generan como consecuencia la existencia de un trato diferenciado sin que existiera una 

razón objetiva justificante, en otras palabras, “un acto discriminatorio”. No obstante, luego del debate 

contradictorio que ocurrió en el procedimiento, se puede establecer que el “tema” de prueba se 

recondujo a confirmar si existieron razones objetivas que justificaran la existencia de un trato 

diferenciado entre los pasajeros de la aerolínea. 

Por otro lado, y previa a la etapa resolutiva del procedimiento, la Comisión aplicó - ante la falta de 

medios probatorios para confirmar ciertos hechos importantes - la técnica procesal de la carga de la 

prueba, trasladándole al consumidor afectado la carga de acreditar los hechos que configuran tanto el 



trato desigual, como la carencia de causas objetivas que justificaran dicho trato. Hay que tener en cuenta 

que, en la Ley de Protección al Consumidor, específicamente en su Art. 39 establece que:  

 

La carga de la prueba sobre la existencia de un trato desigual corresponde al 

consumidor afectado cuando el procedimiento se inicia por denuncia de este o la 

administración cuando se inicia por iniciativa de ella. Para acreditar tal 

circunstancia, no es necesario que el afectado pertenezca a un grupo determinado. 

Corresponde al proveedor el producto o servicio acreditar la existencia de una 

causa objetiva y justificada. Si el proveedor demuestra la existencia de una causa 

objetiva y razonable, le corresponde a la otra parte probar que esta es en realidad 

un pretexto o una simulación para incurrir en prácticas discriminatorias. Para 

esos efectos, es válida la utilización de indicios y otros sucedáneos de los medios 

probatorios. 

 

Asimismo, para Montero Aroca, la carga es un imperativo del interés propio (la acción se lleva a cabo 

porque conviene a la parte), mientras que la obligación es un interés ajeno (la acción se lleva a cabo 

porque hay otra persona que tienen derecho a ella). La carga de la prueba es una de las principales 

manifestaciones que es la carga en general (2014:631). En el caso específico del derecho al consumidor 

la carga de la prueba recae, como bien opina Carbonell O’Brien, “en el consumidor afectado, cuando 

el procedimiento se inicia por denuncia de este o a la administración cuando se inicia por iniciativa de 

ella” (2021:182).  

En ese escenario fue que la Comisión, al valorar conjuntamente los medios de prueba admitidos y 

actuados, y ante la insuficiencia probatoria de los hechos afirmados, declaró Infundida la denuncia 

formulada. Es decir, si bien es cierto el señor S. I. R. J  tenía el deber de presentar medios probatorios 

(artículo 104° del Código), como sostuvo la Comisión, lo cierto es que la Autoridad Administrativa 

también tiene el deber y facultad de actuar medios probatorios, en atención al Principio de oficialidad 

y Verdad Material, especialmente, en casos en los que, por la complejidad de la materia, el consumidor 

se encuentra en una gran dificultad o imposibilidad para actuar medios probatorios, tal como sucede en 

el presente caso. 

De tal manera que, al sustraerse la Comisión de aplicar los principios de oficialidad y verdad material, 

limitándose a resolver aplicando la carga de la prueba contra el denunciante, se vulneró el derecho al 

debido procedimiento del denunciante en la referida resolución.  

4.1.2.  Resolución emitida por la Sala Especializada en Protección al Consumidor 

Sobre lo resuelto por la Sala Especializada en Protección al Consumidor, manifiesto mi conformidad 

ya que, la actividad probatoria en la presente instancia tuvo otro giro, y esto debido al principio de 

oficialidad que toda entidad administrativa goza, sumado al principio de verdad material. En mérito a 

ella, el Tribunal ordenó “oficiosamente” la aclaración de ciertos puntos, sumados a la actuación de 

ciertos medios de prueba, los cuales no habían sido ofrecido por ninguna de las partes.  

En ese sentido, una vez aclarado y recibido dichos medios de prueba ordenados oficiosamente por la 

Sala, esta valoró conjuntamente los mismos y resaltó – entre otras cosas - que la captura de pantalla 

presentada por Iberia no tenía la apariencia de un ticket aéreo electrónico, sino que más bien involucraba 

una captura de pantalla del sistema informático de Iberia sobre el boleto aéreo del denunciante. 

Asimismo, la Sala afirmó que si bien se aprecia la indicación en idioma inglés que el billete de vuelo 



no es reembolsable en caso de cancelación; es también cierto que, por un lado, no se verifica que dicha 

información haya sido remitida al denunciante al momento de la compra del billete aéreo o que el 

usuario hubiera aceptado dichas condiciones antes de continuar con la referida compra.  

Fue precisamente en ese escenario, que en tanto Iberia había sostenido su defensa en que el trato 

diferenciado se encontraba justificado en los términos y condiciones de los boletos aéreos del 

denunciante (tarifa económica), no fue ofrecida y mucho menos admitida y peor aún actuada, algún 

medio de prueba que sustentará dicha afirmación.  

En ese sentido, la Sala declara la nulidad parcial de la Resolución 1 del 7 de octubre de 2020 y de la 

Resolución 0590-2021/CC2 del 27 de abril de 2021, emitidas por la Comisión de Protección al 

Consumidor - Sede Lima Sur N° 2, en el extremo que imputó y se pronunció, respectivamente, como 

conducta independiente, el hecho de que Iberia Líneas Aéreas de España Sociedad Anónima Operadora 

habría incurrido en una infracción de los artículos 1º.1 literal b) y 2° del Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, con relación a que "el personal de la aerolínea no habría informado adecuadamente al 

denunciante sobre la posibilidad de reembolso de los pasajes aéreos adquiridos". Ello, en la medida que, 

los hechos descritos en esta presunta infracción se encontraban subsumidos en la conducta imputada 

referida a que el proveedor incurrió en un acto de discriminación sobre la diferenciación efectuada entre 

otros pasajeros en el reembolso de los pasajes. 

V.    CONCLUSIONES 

5.1 Nos encontramos ante una infracción al deber de idoneidad, cuando se verifique la no 

coincidencia entre las expectativas que pueda tener el consumidor (en nuestro caso por el 

servicio requerido) y lo que realmente recibió; y en tanto, Iberia no cumplió con las clausulas 

implicitas que tiene este tipo de relación de consumo, brindo un servicio no idoneo. 

5.2 No todo trato desigual desencadena un acto de discriminación, pues será constitucionalmente 

aceptable la diferenciación, cuando el trato desigual tenga base en causas objetivas y 

razonables. Es decir, en el presente caso Iberia ante un mismo hecho -cancelación de vuelo- 

brindo diferentes soluciones, sin embargo, no justifico dicho trato diferenciado realizado a los 

pasajeros. 

5.3 La omisión de información por parte del personal de Iberia se encuentra dentro de la infracción 

al Art. 38, siendo importante destacar que el deber de información no se limita únicamente al 

momento de la venta, sino que se extiende a lo largo de toda la relación entre el proveedor y el 

consumidor. Esto implica que la información debe ser brindada de forma clara y accesible antes, 

durante y después de la adquisición del producto o servicio.  

5.4 El hecho que Iberia informo previamente las condiciones de la tarifa de los pasajes comprados 

por el denunciante, fue determinante para determinar si se configuro el acto de discriminacion, 

ya que, este cargo de previa informacion jugo un papel importante a nivel probatorio en el 

presente caso, es decir, si Iberia demostraba que informo de manera previa las condiciones que 

justificaban el trato diferenciado, no habria discriminacion.  

5.5  Al no contar con algun medio de prueba para poder acreditar la previa información, Iberia 

infringió el artículo 38 del Código de Protección y Defensa del Consumidor (actos de 

discriminación), en tanto, no demostro la causa obejtiva que justificara el trato diferenciado y 

con ello, omitió informar al denunciante de otras alternativas de solución, se verificó que el 



hecho denunciando era uno de los elementos concurrentes en la configuracion del acto de 

discminación.Es decir, no hubo una vulneracion al deber de información como tal en forma 

aislada, sino que dicha omisión se encontraba sumergida dentro del acto de discriminación en 

sí.  
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